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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Dictámenes correspondientes a la Cuarta Sesión del Primer Período de la Diputación Permanente, correspondiente al Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura.  
4 de febrero del año 2015.
Lectura, discusión, y en su caso, aprobación de un dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una proposición con punto de acuerdo “con objeto de que esta soberanía solicite al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial de Coahuila, que en el proceso para sustituir al finado Magistrado Luis Alfonso Martínez Montalvo y antes de enviar su propuesta previamente se haga una convocatoria abierta”, planteada por el Diputado Jesús de León Tello y la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras y el Diputado Armando Pruneda Valdez, del Grupo Parlamentario “Licenciado Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo “con objeto de que esta Soberanía solicite al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial de Coahuila, que en el proceso para sustituir al finado Magistrado Luís Alfonso Martínez Montalvo y antes de enviar su propuesta previamente se haga una convocatoria abierta”, presentado por el Diputado Jesús de León Tello y la Diputada Lariza Montiel Luís conjuntamente con la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras y el Diputado Armando Pruneda Valdez, del Grupo Parlamentario “Licenciado Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal del Partido Acción Nacional; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 28  de enero del año en curso, se trató lo relativo a la proposición con Punto de Acuerdo referente a que; “con objeto de que esta Soberanía solicite al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial de Coahuila, que en el proceso para sustituir al finado Magistrado Luís Alfonso Martínez Montalvo y antes de enviar su propuesta previamente se haga una convocatoria abierta”. presentado por el Diputado Jesús de León Tello y la Diputada Lariza Montiel Luís conjuntamente con la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras y el Diputado Armando Pruneda Valdez, del Grupo Parlamentario “Licenciado Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal del Partido Acción Nacional.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 140, 141 fracción IX  y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en el artículo 90 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen por el acuerdo tomado por la Diputación Permanente del Congreso.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo “con objeto de que esta Soberanía solicite al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial de Coahuila, que en el proceso para sustituir al finado Magistrado Luís Alfonso Martínez Montalvo y antes de enviar su propuesta previamente se haga una convocatoria abierta”, presentado por el Diputado Jesús de León Tello y la Diputada Lariza Montiel Luis conjuntamente con la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras y el Diputado Armando Pruneda Valdez, del Grupo Parlamentario “Licenciado Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal del Partido Acción Nacional, se basa  entre otras en las consideraciones siguientes:

La Constitución Política del Estado de Coahuila, establece en materia de conformación del Tribunal Superior de Justicia lo que se lee a continuación:

Artículo 136. La competencia, organización y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia, así como facultades, deberes y responsabilidades de los magistrados, se regirán por esta Constitución y demás leyes. Será Presidente del Tribunal, el magistrado que designe el Pleno, en los términos establecidos por la ley de la materia, y durará en su encargo cinco años y podrá ser reelecto por igual término. Mientras ejerza su función no integrara sala. 

El Tribunal Superior de Justicia se compondrá de catorce Magistrados y funcionará en Pleno o en Salas.

….

Artículo 138. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere:

I. 
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II. 
Tener, cuando menos, treinta y cinco años cumplidos el día de su designación;

III. 
Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello;

IV. 
Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena;

V. 
Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación, y

VI.
No haber ocupado el cargo de Secretario del Ramo o su equivalente, en la Administración Pública Estatal, de Procurador General de Justicia en el Estado, de Diputado local, de Presidente Municipal o alguno de los cargos a que se refiere el artículo 95, fracción VI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, durante el año previo al día de su nombramiento.

Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

Artículo 145. Los nombramientos de los Magistrados y Jueces, integrantes del Poder Judicial, serán hechos; preferentemente, entre aquellas personas que hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la administración de justicia, o que lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas de la profesión jurídica.

Artículo 146. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, serán hechos por el Gobernador del Estado de la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, o en su caso, de la Diputación Permanente, cuando proceda, el que la otorgará o negará dentro del improrrogable término de cinco días.

En fecha reciente nos enteramos por los medios de comunicación del sensible fallecimiento del magistrado Luis Alfonso Martínez Montalvo. Al respecto, este Grupo Parlamentario hace extensivo su pésame a los familiares y seres queridos del licenciado Martínez Montalvo, y les desea pronta resignación a tan lamentable pérdida.

La Carta Magna local nos confiere como Congreso la facultad de designar a los magistrados numerarios y supernumerarios del Poder Judicial local; esto en el artículo 67, fracción XVII. En este orden de ideas, se debe privilegiar que dichas designaciones recaigan en coahuilenses distinguidos que, además de cumplir con los requisitos constitucionales, posean el perfil moral y ético necesario para garantizar la independencia total del quehacer del Poder Judicial con respecto a los otros dos poderes del Estado, además de ser personas ajenas a intereses políticos o partidistas.

Así las cosas y teniendo en cuenta que en la actualidad el Poder Judicial del Estado pasa por una crisis de credibilidad debido a sentencias cuestionadas, tácticas dilatorias en la Justicia Constitucional local, como la que se refiere a la Acción de Inconstitucionalidad promovida en contra de la designación del titular de la Comisión Estatal de Arbitraje Médico; y qué decir del problema de FICREA, donde se han perdido ya más de 90 millones de pesos. Con estos antecedentes resulta importante que el Consejo de la Judicatura abra una convocatoria a académicos, abogados postulantes, jueces secretarios, y a todo el gremio de profesionales del derecho para que se inscriban en un proceso de selección para  conformar las propuestas  finales que envié el Consejo al Titular del Ejecutivo, para que éste a su vez las haga llegar a  esta Soberanía; y contar con ternas de profesionales capaces y de prestigio académico de nuestro Estado para que integren el Tribunal Superior de Justicia de Coahuila.

TERCERO.- Como señala el jurista “Francisco González de Cosío” uno de los papeles más importantes del Estado es proveer un sistema de impartición de Justicia neutral y eficaz, la importancia de esta función es enorme. La misma es exigida no sólo por razones de justicia y sana convivencia social, sino también económica, ya que todo ello conlleva a establecer las reglas que brinden a la sociedad seguridad y certeza, la seguridad jurídica es un concepto que forma parte de los fines principales del Derecho. La procuración de los mismos descansa en una institución que es la Judicatura. 

En México el sistema de selección de los Ministros se basa en dos principios fundamentales: la igualdad y la división de poderes. Al encontrarse el Poder Judicial al mismo nivel que los otros dos poderes, sus miembros deben de ser nombrados de la misma manera, siendo además representantes de la nación e independientes del Legislativo y el Ejecutivo.

El Artículo 96 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala: Para nombrar a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Presidente de la República someterá una terna a consideración del Senado, el cual, previa comparecencia de las personas propuestas, designará al Ministro que deba cubrir la vacante. La designación se hará por el voto de las dos terceras partes de los miembros del Senado presentes, dentro del improrrogable plazo de treinta días. Si el Senado no resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el cargo de Ministro la persona que, dentro de dicha terna, designe el Presidente de la República.

Como lo señala el jurista “Cosío Villegas Daniel” en su obra La Constitución de 1857 y sus Críticos, México Septiembre de 1980, este sistema es el más utilizado en la mayoría de los países para designar a los Ministros de la Suprema Corte, en virtud de que el acto de proponer el Ejecutivo y como a él le corresponde la tarea de señalar al hombre, que una vez obtenida la aprobación del Senado, debe desempeñar un empleo, su responsabilidad sería tan completa como si hubiese de hacer el nombramiento definitivo, la aprobación del Senado constituye un excelente freno sobre el posible favoritismo presidencial y tenderá marcadamente a impedir la designación de personas poco adecuadas, debido a perjuicios locales, relaciones familiares o con miras de popularidad. Por añadidura éste será un factor eficaz de estabilidad en la administración de justicia.

Así mismo, con referencia a la solicitud de que se realice previa a la propuesta una convocatoria abierta para la designación de magistrados que señala el promovente en la Proposición con Punto de Acuerdo, es conveniente señalar que existen teorías que cuestionan este método de designación como lo señala el autor Emilio Rabaza en su obra La Constitución y la Dictadura en la cual señala que esta forma de nombramiento de los Ministros, ni es una necesidad lógica, ni puede racionalmente llevarse a la práctica, pues conduciría a los peores resultados. La teoría la reprueba, porque la convocatoria abierta, no es para hacer buenos nombramientos, sino para llevar a los poderes públicos funcionarios que representan la voluntad de las mayorías, y los magistrados no pueden, sin prostituir la justicia, ser representantes de nadie, pues se afirma que la elección popular, es un malísimo sistema para la designación de magistrados de la Suprema Corte.

Del anterior se desprende, como bien lo señala el promovente de la Proposición con Punto de Acuerdo, que nuestra Constitución Política Local y la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza establecen los requisitos y el procedimiento para designar a los Magistrados que conformen el Poder Judicial Local, por lo que quienes aquí dictaminamos consideramos que es necesario que se aplique y se observe lo dispuesto en nuestra legislación estatal que es conforme a la tendencia que se observa para dichos procedimientos de designación a nivel nacional.

Así las cosas, lo procedente es que se realice la designación de Magistrados conforme a lo establecido por los Artículos 138, 145 y 146 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y los Artículos 79, 80 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, y en virtud de que corresponde al Consejo de la Judicatura seleccionar a los candidatos que presenten para su nombramiento ante el Ejecutivo del Estado y posteriormente para su aprobación ante el Congreso, el propio Congreso participa durante todo el procedimiento toda vez de que uno de los Diputados de la LX Legislatura forma parte del Consejo de la Judicatura.
Consecuentes con las consideraciones que anteceden los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 123 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso de Estado,  acordaron lo siguiente: 

ACUERDO

ÚNICO.- En virtud de haberse iniciado, el proceso para la designación del Magistrado que habrá de sustituir al Lic. Alfonso Martínez Montalvo en el Tribunal Superior de Justicia del Estado; deberá observarse el procedimiento establecido en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Saltillo, Coahuila, a 03 de febrero de 2015.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES
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